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La resorción de la OEA ante el asesinato de Balbi

OEA: Alvaro Balbi falleció 
a causa de actos de violencia

..El 5 y el 1S de agosto de 1975, la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos de la OEA recibió sendas denuncias sobre la 
muerte en prisión de Alvaro Balbi tras su detención el 29 de julio de ese 
afio.
. .Identificado como el caso 1967 la comisión realizó múltiples pedidos 
de información al gobierno dictatorial uruguayo hasta llegar a una 
resolución el 12 de noviembre de 1977, que fue trasmitida a Aparicio 
Méndez cinco días más tarde.
. .La versión dada en mayo de 1976 por el gobierno de facto, afirmaba 
que Balbi estaba recluido en “un local policial el 31 de julio de 1975, sin 
vigilancia a la vista, pero sí exterior y con controles periódicos, en un 
momento determinado, al penetrar funcionai ios al recinto encon­
traron a Balbi caído de cúbito ventral, con sus rodillas y codos apoya­
dos en el suelo, a unos 4 o 5 metros del lugar donde se encontraba la 
silla donde había sido dejado sentado, y al parecer sin vida”.
. .£1 caso pasó a manos del Juez de Instrucción Militar de 1er. Turno, 
Coronel Gamarra, quien recibió un informe del médico José A. 
Mautone de Sanidad Militar, con una certificación de que la muerte se 
produjo por “insuficiencia cardíaca pulmonar aguda debido a stress”.

. .Cabe recordar lo que el propio Mautone identificó como “stress” en 
su testimonio ante el Sindicato Médico en 1973, tras la muerte de Hugo 
Leonardo De los Santos: “un montón de pequefias cosas que por sí 
solas no son causa de muerte -sacarle el cigarrillo que fuma, ponerle 
música fuerte, echarle pulgas, darle golpes-r pero que producen una 
desintegración tal de la resistencia física que cuando lo mandan al 
submarino y el muchacho se siente asfixiado hace un esfuerzo desme­
dido para no ahogarse, y esto en un organismo ya claudicado produce 
la falla cardíaca aguda que lo nata”.
. .El juez militar Cnel.-Gamarra, a pedido del fiscal militar, clausuró 
los procedimientos el 29 de agosto de 1975. El Supremo Tribunal Militar 
por intermedio del Juez Militar de 4to. turno archivó las actuaciones el 
30 de diciembre de 1975 encubriendo el asesinato.
. .LA HORA publica hoy lo actuado por la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos de la OEA en relación al caso Balbi, donde se 
concluye en una condena a la dictadura por sus “gravísimas 
violaciones al derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad e integri­
dad de la persona; al derecho a la justicia y al derecho a proceso 
regular”.

Caso 1967

LA COMISION
INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS,

CONSIDERANDO:
Que en comunicaciones de 

5 y 16 de agosto de 1975, se 
denunció que el joven Alvaro 
Balbi había muerto en 
prisión;

Que la Comisión 
Interamericana de Derechos 
Humanos, en nota de 8 de 
agosto de 1975, transmitió las 
partes pertinentes de la 
denuncia al Gobierno del 
Uruguay, solicitándole que siguientes términos: dicho acuerdo al Gobierno
suministre la información “Alvaro Balbi, fue deteni- del Uruguay en nota de 3 de 
correspondiente; do el 29 de juÜo de-^lQT^. ÍQ^rzO íie.1977. solicitando la

Qwrw-habiendo recibido ' durante una reunión clan- información correspondiente 
respuesta de dicho Gobierno, destina del Secretariado de en l°s términos siguientes: 
la Comisión reiteró su solici- la Regional 3 del proscripto “En cumplimiento de ese 
tud de información en nota Partido Comunista con otros acuerdo rogamos a Vuestra
de 14 de octubre de 1975;

Que la CIDH, reunida en su 
36° período de sesiones, 
acordó transmitir al 
Gobierno las partes per­
tinentes de información 
adicional suministrada por 
el reclamanfe;

L Que la Comisión, en nota 
■te Io de diciembre de 1975, 
transmitió al Gobierno del 
Uruguay las siguientes 
partes pertinentes de dicha 
información adicional:

“Alvaro Balbi. Empleado 
de comercio, de 30 años, 
casado y padre de cuatro hi­
jos. Fue detenido por 
personal policial el 29 de 
julio de 1975 junto con todos 
los demás participantes de 
una reunión (a la que se 
aludirá en los puntos 
siguientes). Trasladado al 
Cuartel del Regimiento de 
Coraceros (Avda. Batlle y 
Ordóñez) murió allí menos 
de 24 horas después de la de­
tención. Su cuerpo fue en­
tregado a sus familiares con 
explicaciones contradic­
torias e inverosímiles: as­
ma por enfriamiento (no pa­
decía esa enfermedad y ne­
vaba consigo ropas de 
abrigo), accidente de tránsi­
to, y otras. Según el certi­
ficado de defunción, se 
diagnosticó por médico mili­
tar su muerte debida a una 
crisis cardiovascular. 
Presentaba exteriormente 
evidentes huellas de 
violencia, que pudieron 
observar numerosas 
personas concurrentes al 
velatorio, ante las cuales se 
abrió el ataúd.

El padre de la víctima, 
Prof. Selmar Balbi formuló bunal Militar, por interme- 
una minuciosa dénuhcía del dio del Juez Militar de la.

hecho ante el Juzgado Letra­
do de Instrucción (civil) de 
5o Tumo. Sin embargo, este 
juzgado no pudo actuar en el 
caso por serle reclamada 
jurisdicción por la Justicia 
Militar. Los antecedentes 
pasaron al Juzgado Militar 
de Instrucción de 1er. Turno, 
y luego de ello no aconteció 
nada más: no existe inves- 
tigación alguna en curso, ni 
se aplicó sanción (criminal 
ni administrativa) de nin­
guna especie.”

Que el Gobierno, en nota 
de 20 de mayo de 1976, infor­
mó a la Comisión en los

importantes dirigentes, a 
quienes se les ocupó la canti­
dad de documentos relativos 
a la actividad de agitación 
que venía cumpliendo ese 
grupo ilegal. Encontrándose 
recluido en un local policial 
el 31 de julio de 1975 sin 
vigilancia de vista, pero sí 
exterior y con controles 
periódicos, en un momento 
determinado, al penetrar 
funcionarios al recinto en­
contraron a Balbi caído de 
cúbito ventral, con sus ro­
dillas y codos apoyados en el 
suelo, a unos 4 ó 5 metros del 
lugar donde se encontraba la 
silla donde había sido dejado 
sentado, y al parecer sin vi­
da. De inmediato se dio 
intervención al Juez Militar 
de Instrucción de 1er Turno 
quien se constituyó en el 
lugar con él señor médico 
forense. El magistrado 
actuando dispuso la 
realización de la autopsia y 
la iniciación del sumario 
correspondiente.”

“La autopsia fue practica­
da por el Prof. Dr. José A. 
Mautone quien estableció 
en el certificado de defun­
ción correspondiente como 
causa de la muerte 
“insuficiencia cardíaca 
pulmonar aguda debido a 
stress”. El 29 de agosto de 
1975, el Juez Militar de 
Instrucción de 1er. Turno, 
decretó a pedido del fiscal la 
clausura de los procedimien­
tos de acuerdo con lo dis­
puesto por el Art. 245 del 
Código de Procedimiento 
Penal Militar.

“Las actuaciones fueron 
elevadas al Supremo Tri- 

.instancia de 4o Turno, quien 
dispuso con fecha 30 de 
diciembre de 1975, el archivo 
de las actuaciones.”

Que la Comisión 
Interamericana de Derechos 
Humanos, reunida en su 39° 
período de sesiones, 
prosiguió el examen del 
caso, junto con la infor­
mación suministrada por el
Gobierno del Uruguay, y 
acordó solicitar a dicho 
Gobierno el envío de una 
copia del protocolo completo 
de la autopsia practicada al 
fallecido señor Alvaro Balbi;

Que la Comisión comunicó

Excelencia que se sirva 
tomar las disposiciones que 
estime convenientes para 
que la Comisión pueda 
contar a la brevedad posible 
con la información solicita­
da, a fin de que pueda ser 
considerada por la misma en 
su próximo período ordina­
rio de sesiones”.

Que hasta la fecha el 
Gobierno del Uruguay aún 
no ha suministrado a la 
Comisión la copia del pro­
tocolo completo de la 
autopsia practicada al 
fallecido señor Alvaro Balbi;

Que el Artículo 51, 1) del 
Reglamento de la Comisión 
establece lo siguiente:

“Artículo 51
1. Se presumirán verda­

deros los hechos sobre los 
caules se ha solicitado infor­
mación si en el plazo de 
ciento ochenta días desde la 
fecha en que se solicitó la 
información correspondiente 
al Gobierno aludido, éste no 
suministrare la información 
correspondiente, siempre y 
cuando la improcedencia de 
los hechos denunciados no 
resultare de otros elementos 
de convicción.”

RESUELVE:
1. Por aplicación del

Artículo 51 1) del
Reglamento, presumir 
verdaderos los hechos ma­
teria de la denuncia 
relacionados con la muerte 
del señor Alvaro Balbi, a sa­
ber:

“El cadáver de Alvaro 
Balbi presentaba exterior- 
mente evidentes huellas de 
violencia”.

2. Que hay indicios 

vehementes de que el señor 
Alvaro Balbi de 30 años, que 
había sido detenido por las 
autoridades y que fue encon­
trado muerto dos días 
después en la prisión, 
falleció como consecuencia 
de actos de violencia, que la 
Comisión presume verda­
deros.

3. Observar al Gobierno 
del Uruguay que tales 
hechos configuran gra­
vísimas violaciones al 
derecho a la vida, a la liber­
tad y a la seguridad e in­
tegridad de la persona 
(Artículo I de la Declaración 
A;nericana de los Derechos y 
Deberes del Hombre); al 
dck echo de justicia (Artículo 
XVIII); y al derecho a 
proceso regular (Artículo 
XXVI).

4. Recomendar al

Banco Central del Uruguay
De acuerdo a lo dispuesto en la Recopilación de Normas de Regulación y Control del Sistema Fi­
nanciero dictadas por el Banco Central del Uruguay se ha procedido a la clausurar por el término 
que se indica, de todas las cuentas corrientes bancarias de las personas que se detallan a conti­
nuación, por haber reincidido en el libramiento de cheques sin provisión suficiente de fondos, 

según Resolución del 31.1.86.

CLAUSURADAS POR UN AÑO
NOMBRE

ALTEZPEREYR A, Gerardo 
BADELL CHAVES, Jorge Daniel 
CABRAL SAURIARTE, Heber Ornar ’ 
CONTI TEJERA, Héctor Washington 
CORREA RIERA, Robert Mario 
CUTURIA SILVERA, Marcos 
DE ARTEAGA ALBORNOZ, Clodimiro 
Secundino 
EFILS.A.
FERNANDEZ CARRERA, Néstor 
GARATE BERRIEL, Antonio Fermín 
GARCIA ALVAREZ, Héctor Gabriel

GONZALEZ PIRIZ, Norma 
GOMEZ CENTENA, Pedro Ramón 
MARTINELLI TERRA, José Alfredo 
MILA ALVAREZ, Hugo Ruben 
NUÑEZ, María Carmencita 

RODRIGUEZ FERNANDEZ, Walter 
VALLAR DEANA, Mauricio Tullio

NOMBRE
FANLORD GOMEZ, Pedro 
GELPIRIVOIR, Hugo Guillermo 
LOPEZ DOMINGUEZ, Luis Fernando 
Se deja sin efecto la clausura dispuesta con fecha 29.11.85 por el término de un año de la cuenta 

comente del Sr. Sergio Rovatti Bonnini en el Sistema Financiero.

Gobierno: a) que disponga 
una investigación completa e 
imparcial para determinar 
la autoría de los hechos 
denunciados y de acuerdo 
con las leyes uruguayas, que 
sancione a los responsables 
de dichos hechos; b) que 
informe a la Comisión sobre 
las medidas tomadas para 
poner en práctica la 
recomendación contenida en 
el párrafo anterior, dentro 
de un plazo máximo de 30 
días.

5. Comunicar esta 
resolución al Gobierno del 
Uruguay y a los 
reclamantes.

6. Si en el plazo de 30 días 
el Gobierno no hubiere 
comunicado a la Comisión 
las medidas efectivas que 
haya adoptado para llevar a

DOCUMENTACION
C.I.1.619.679-0
C 1.1.762.630-8
01.1.101.196
C.l. 63.990
C.I.1.546.860-3
C.I.1.174.872-8

C .1.2.554.520-7

C .1.1.372.237
C.l. 1.218.658
C.I.1.549.278

C.I.1.209.787
C .1.2.825.029-1
C.l. 556.251
C.l. 1.349.494
C .1.1.878.216-5
C.l. 51.663 Treinta y Tres
C.l. 720.669 

EXTENDIDAS A DOS AÑOS
DOCUMENTACION DOMICILIO

C.l. 965.741
C.l. 56.496 Colonia Av. Artigas 535. Colonia
C.l.3.084.170-5

cabo la investigación dis­
puesta en el párrafo 4. in­
cluir esta Resolución en su 
Informe Anual a la Asam­
blea General de la 
Organización (Artículo 9 
(bis), inciso c, III del Esta­
tuto).

Aprobada en la sesión 
555a. de 12 de noviembre de 
1977 ( 42° Período) y transmi­
tida al Gobierno del Uruguay 
el 17 de noviembre de 19771/.

1/ El Gobierno del Uruguay, 
por nota de 15 de noviembre 
de 1977, dio respuesta a la 
nota que respecto al caso 
1967 le había sido enviada 
por la CIDH. Dicha respues­
ta se contiene en el Informe 
de la Comisión sobre la si­
tuación de los Derechos 
Humanos en Uruguay (CIDH 
OEAISer. L|V| 11.43 doc.19).

DOMICILIO

• César Batlle Pacheco 4385 Mdeo 
Pedernal 2180. Montevideo. 
M. Stagnero de Munar 2319 Mdeo

Treinta y Tres 1420 Esc. 32 Mdeo 
Alfredo de Simone 3557 bis Mdeo

Paysandú s/n y Leyenda Patria. 
Las Piedras
Aparicio Saravia 3688 Mdeo. 
Luis Eduardo Pérez 758. Florida 
Pedro F. Berro 1376ap. 102 Mdeo

Treinta y Tres 1420 esc. 32. Mdeo.


